
 

 
  

INICIATIVA QUE  ADICIONA  EL  ARTÍCULO  11 BIS A LA  LEY  GENERAL  DE INSTITUCIONES  Y 

PROCEDIMIENTOS  ELECTORALES,  A CARGO DE LA  DIPUTADA  MARINA  DEL  PILAR  ÁVILA  

OLMEDA,  DEL  GRUPO PARLAMENTARIO  DE MORENA 

La proponente, Marina del Pilar Ávila Olmeda, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV 
Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 
consideración del pleno de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona el artículo 11 
Bis a la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El sindicalismo en México tiene una extensa y rica historia; es precursor mundial en el reconocimiento en el 
máximo nivel normativo de los derechos sociales de las personas. 

La vigente Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de 1917, dio origen al constitucionalismo 
social, según el cual la ley fundamental de los pueblos no se limita a establecer las bases de la organización 
política de los estados y a reconocer y proteger los derechos del hombre, en su aspecto individual, sino que 
agrega el valor de los derechos sociales.1 

Estos derechos sociales fueron establecidos por primera vez en el mundo a rango constitucional en la norma 
fundamental, hace más de un siglo, como resultado de la Revolución Mexicana, a lo que seguirían 
posteriormente muchas otras constituciones de distintos países. 

La base de los derechos sociales es el reconocimiento de que la dignidad, la libertad y la justicia entre 
individuos y grupos sólo son posibles si la sociedad y el Estado se articulan en tal forma que se generen las 
condiciones materiales e institucionales para su realización y desarrollo.2 

El Estado se halla obligado, a través del orden normativo, las políticas públicas y las instituciones, a garantizar 
el respeto y goce de los derechos sociales de toda persona.3 

En la Constitución mexicana destaca el artículo 123, el cual consagra el derecho de toda persona a un trabajo 
digno y socialmente útil, mediante la creación de empleos y la organización social para el trabajo.4 

Dicho artículo, pilar de la actual Constitución, regula diversos aspectos de la relación obrero-patronal, 
estableciendo principalmente derechos de los que gozan los trabajadores, con el fin de evitar explotaciones y 
abusos en su contra. 

Entre esas disposiciones se encuentran las relativas a la duración máxima de las jornadas laborales, la 
protección a menores de edad, el descanso semanal, las vacaciones, la protección a mujeres embarazadas, el 
salario digno, horas extras, vivienda, capacitación y adiestramiento para el trabajo, responsabilidad de los 
patrones por accidentes de trabajo y por enfermedades profesionales, normas de higiene y seguridad en los 
centros de trabajo.5 

El artículo 123 constitucional considera los derechos colectivos de los trabajadores para unirse en defensa de 
sus intereses, a través de los sindicatos, complementado por derechos como el de huelga o paro. 

Al respecto, ese artículo establece actualmente disposiciones como las siguientes: 



 

 
  

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la 
creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley. 

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las 
cuales regirán: 

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y de una manera general, todo contrato de 
trabajo: 

(...) 

XVI.  Tanto los obreros como los empresarios tendrán derecho para coaligarse en defensa de sus respectivos 
intereses, formando sindicatos, asociaciones profesionales, etcétera. 

Por otra parte, la Ley Federal del Trabajo contiene las disposiciones relativas a la formación y el 
funcionamiento de los sindicatos en el país. 

A continuación se reproducen algunos de los principales artículos de dicha ley que reflejan la naturaleza de los 
sindicatos en México: 

Artículo 356. Sindicato es la asociación de trabajadores o patrones, constituida para el estudio, mejoramiento 
y defensa de sus respectivos intereses. 

(...) 

Artículo 374. Los sindicatos legalmente constituidos son personas morales y tienen capacidad para 

(...) 

III  . Defender ante todas las autoridades sus derechos y ejercitar las acciones correspondientes. 

(...) 

Artículo 375. Los sindicatos representan a sus miembros en la defensa de los derechos individuales que les 
correspondan, sin perjuicio del derecho de los trabajadores para obrar o intervenir directamente, cesando 
entonces, a petición del trabajador, la intervención del sindicato. 

Aunado a ello, el Estado mexicano ratificó el 1 de abril de 1950 el Convenio C087 de la Organización 
Internacional del Trabajo, sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, el cual entró 
en vigor el 4 de julio del mismo año. 

Es decir, México ratificó hace más de 65 años este convenio, que establece las bases de los derechos 
sindicales. Destacan como parte de sus disposiciones los siguientes artículos: 

Artículo 2  

Los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin autorización previa, tienen el derecho de 
constituir las organizaciones que estimen convenientes, así como el de afiliarse a estas organizaciones, con la 
sola condición de observar los estatutos de las mismas. 



 

 
  

Artículo 3  

1. Las organizaciones de trabajadores y de empleadores tienen el derecho de redactar sus estatutos y 
reglamentos administrativos, el de elegir libremente sus representantes, el de organizar su administración y 
sus actividades y el de formular su programa de acción. 

2. Las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención que tienda a limitar este derecho o a 
entorpecer su ejercicio legal. 

Artículo 8  

1. Al ejercer los derechos que se les reconocen en el presente convenio, los trabajadores, los empleadores y 
sus organizaciones respectivas están obligados, lo mismo que las demás personas o las colectividades 
organizadas, a respetar la legalidad. 

(...) 

Como se ha señalado, el sindicalismo forma parte pilar de los derechos sociales reconocidos por el 
ordenamiento jurídico mexicano, tanto a nivel internacional, como constitucional, federal y local. 

Se trata de un derecho laboral que ha implicado históricamente la seguridad jurídica de millones de 
trabajadores, que se encuentran en una situación de vulnerabilidad y subordinación frente al patrón. 

Los sindicatos por lo general disponen de grandes recursos y la fuerza o poder que conlleva contar con cientos o 
miles de agremiados, para cumplir su finalidad: defender los derechos laborales de sus integrantes. 

No obstante lo anterior, debe reconocerse que suele ser una práctica común que se utilicen estos recursos y 
apoyo gremial para fines distintos o ajenos a los de su propósito. Los grandes recursos económicos y humanos 
de los dirigentes de organizaciones sindicales pueden ser destinados para su beneficio personal, y no 
directamente para la defensa de los intereses gremiales. 

Tal es el caso en que los dirigentes sindicales optan por postularse a cargos de elección popular, sin antes 
separase de sus funciones al frente del sindicato. 

Si bien en muchas ocasiones en que se da esta situación no necesariamente se utilizan de manera indebida los 
recursos económicos y humanos que tienen al alcance los líderes sindicales, sí se encuentran en una posición de 
ventaja frente al resto de contendientes electorales. 

En México hay organizaciones sindicales con miles o cientos de miles de agremiados, lo cual automáticamente 
coloca en una situación desventajosa al resto de candidatos o precandidatos que aspiran al mismo cargo de 
elección popular. 

Además, siempre se encuentra latente la posibilidad de que parte de los recursos sindicales sean destinados para 
obtener aún mayores ventajas en la contienda electoral, en detrimento de los derechos del resto. 

En ese sentido está dirigida la presente iniciativa con proyecto de decreto. 



 

 
  

Se pretende establecer en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales la imposibilidad de que 
dirigentes de organizaciones sindicales de trabajadores puedan postularse a cargos de elección popular, a menos 
que se separen definitivamente de sus funciones 90 días antes de las elecciones. 

Con esto se equilibrarían las condiciones para las distintas partes que procuran el respectivo cargo, ya sea que se 
trate de elecciones a nivel municipal, estatal o federal. 

Es necesario que se concrete la modificación legislativa aquí propuesta, con el afán de procurar que en 
elecciones populares existan condiciones relativamente igualitarias entre los aspirantes, así como para evitar que 
los recursos materiales y humanos con los que cuentan los referidos dirigentes, tengan una injerencia directa en 
el resultado de los comicios. 

Reconocer lo anterior no implica un menoscabo a la histórica figura del sindicato, ni a los derechos de quienes 
constituyen una, y mucho menos de sus dirigentes. 

Se trata simplemente de una disposición necesaria para evitar se aproveche la dirigencia gremial para obtener 
ventajas electorales. 

En distintos países se establecen prohibiciones en este sentido, incluso a nivel constitucional, como se da en la 
Constitución Política de la República de Chile. 

El artículo 23 de la ley fundamental señala lo siguiente: 

Artículo 23. (...) Son incompatibles los cargos directivos superiores de las organizaciones gremiales con los 
cargos directivos superiores, nacionales y regionales, de los partidos políticos. 

La ley establecerá las sanciones que corresponda aplicar a los dirigentes gremiales que intervengan en 
actividades político partidistas y a los dirigentes de los partidos políticos que interfieran en el funcionamiento 
de las organizaciones gremiales y demás grupos intermedios que la propia ley señale. 

El artículo 54 constitucional considera la prohibición para líderes gremiales de postularse a diputados o 
senadores: 

Artículo 54. No pueden ser candidatos a diputados ni a senadores 

1. Los ministros de Estado; 

2. Los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los miembros de los consejos regionales y los concejales; 

3. Los miembros del Consejo del banco central; 

4. Los magistrados de los tribunales superiores de justicia y los jueces de letras; 

5. Los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales 
electorales regionales; 

6. El contralor general de la República; 

7. Las personas que desempeñan un cargo directivo de naturaleza gremial o vecinal; 



 

 
  

8. Las personas naturales y los gerentes o administradores de personas jurídicas que celebren o caucionen 
contratos con el Estado; y 

9. El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos del Ministerio Público. 

(...) 

Se trata, pues, de evitar las posiciones desiguales en contiendas electorales, en aras de un proceso justo, a favor 
de los ciudadanos votantes y de la población en general. 

La adición del artículo 11 Bis a la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales resultaría en un 
complemento a lo dispuesto en los artículos 55 y 58 constitucionales, y 10 y 11 de la ley en comento, los que 
establecen los requisitos de elegibilidad para diputados, senadores, y otros cargos de elección popular. 

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de la Cámara de Diputados el siguiente proyecto de 

Decreto que adiciona el artículo 11 Bis a la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

Único. Se adiciona el artículo 11 Bis a la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, para 
quedar como sigue: 

Artículo 11 Bis. A ninguna persona podrá registrársele como candidato a un cargo de elección popular para la 
integración de los Poderes Legislativo y Ejecutivo de la Unión y de las entidades federativas, así como de los 
ayuntamientos, si es dirigente de alguna organización sindical de trabajadores, a menos que se separe 
definitivamente de sus funciones 90 días antes del día de la elección. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. Las entidades federativas contarán con un plazo de 180 días para realizar las adecuaciones necesarias 
a sus respectivas leyes en la materia conforme al presente decreto, contados a partir del día en que éste entre en 
vigor. 

Notas 

1 Miguel de la Madrid Hurtado, La Constitución de 1917 y sus principios políticos fundamentales. Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la UNAM. México, 2001, página 42, 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/95/4.pdf  

2 Ibídem, página 47. 

3 Ídem. 

4 Ibídem, página 46. 

5 Ídem. 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/95/4.pdf


 

 
  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de febrero de 2019. 

Diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda (rúbrica) 
 


